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Luis Augusto Panchi V. —  Expostulante al Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social. Profesor universitario. Consultor en temas 
de economía, política y responsabilidad social corporativa.

Luis Augusto Panchi V.

No cabe duda que uno de los grandes aportes que hace la Constitución que entró 
en vigencia el 20 de octubre de 2008 es la Participación Ciudadana, entendida no sólo 
como una instancia de democratización que se agota en un par de artículos, sino 
como un eje transversal en el que se inserta todo el texto constitucional. 

Es deseable, pues, que la participación integre todos los procesos de debate y delibe-
ración; de toma de decisiones, planificación de presupuestos y rendición de cuentas 
del sector público, no sólo de los gobiernos seccionales sino también del gobierno 
nacional.

La conformación del primer Consejo de Participación Ciudadana y Control Social, sin 
embargo, nos deja en este punto un sabor amargo. Cuando confiábamos que la trans-
parencia, la independencia de los procesos, la probidad, la ética, los méritos y la ciuda-
danía fueran los orientadores de tal proceso de selección, la mayoría de participantes 
y testigos de tal evento hemos salido con la impresión de que nuevamente se trasto-
caron los principios por el oportunismo, el interés del poder de turno, el palanqueo, la 
politiquería y la desvergüenza.

Dar una nueva oportunidad a la participación ciudadana en el contexto de la ley de 
la materia, así como de la juridicidad que rija al Consejo, es un reto que legitimaría su 
acción, ya que no su origen. 

A continuación, partiendo de un sencillo concepto de participación ciudadana, desa-
rrollaré las instancias de su implementación y aportaré con ideas para la conforma-
ción de las leyes y reglamento nombrados.

Por lo demás, este modelo resulta una farsa. Se renun-
cia a la justicia. Se premia a quién más contamine. Y 
se permite que se siga contaminando. Se trata de un 
negocio sucio, pues en el mercado no rigen normas de 
solidaridad, ni de responsabilidad. Y es un mal negocio 
reconocido por muy diferentes sectores:

Wall Street Journal, en marzo de 2007, afirmó que •	
el comercio de emisiones “dejará ganancias a 
algunas empresas muy grandes, pero no crean ni 
por un minuto que esta charada será de alguna 
utilidad para resolver el calentamiento global”. 
El comercio de carbono es una “búsqueda de 
ganancias al viejo estilo... ganar dinero haciendo 
trampa al proceso de regulación”.

Newsweek, también en marzo de 2007, afirmó •	
que este mercado “no está funcionando... (y que 
representa) un camino groseramente ineficiente 
de reducción de las emisiones en el mundo en 
desarrollo”. Es un comercio comparable al frau-
dulento “juego de las tapitas”, que ha transferido 
“3 mil millones de dólares a algunos de los peo-
res contaminadores de carbono en el mundo en 
desarrollo”.

The Guardian, en junio de 2007, opinó: “la verdad •	
sobre Kyoto –ganancias enormes, y un poquito 
de carbono ahorrado… Abuso e incompetencia 
en la lucha contra el calentamiento global... La 
verdad inconveniente sobre la industria de las 
compensaciones de carbono”.

Cuando en la misma arena internacional se trabajaba 
por la superación del racismo, hubo hasta quienes 
apostaron a las medidas de mercado y destinaron 
fondos al pago por la libertad… desgraciadamente 
los rescates pagados se convirtieron en incentivos 
para los mercaderes para elevar la cotización de sus 
esclavos.

Al igual que la lucha a favor de la igualdad, la lucha 
a favor de la justicia climática ha empezado. Ya se 
habla con fuerza y cada vez con menos evasivas, 
del crimen que supone poner en riesgo la vida del 
planeta. En cuanto al cambio climático, también 
está incorporado un concepto de justicia. La justicia 

climática implica enfrentar la desigual distribución de 
los impactos de los desastres del clima, así como de 
los beneficios económicos generados por el modelo 
que causa el cambio climático. Los países del Norte 
han acumulado riquezas económicas a costa de la 
naturaleza y del empobrecimiento de los pueblos del 
Sur, quienes son, a su vez, las víctimas del calenta-
miento global.

La próxima Cumbre de Copenhague (diciembre de 
2009) será un nuevo momento de negociaciones, 
en donde se puede lograr saltos cualitativos tras-
cendentes, dependiendo de la fortalezca y claridad 
de las propuestas. Ya basta de parches. El mundo 
requiere soluciones radicales y estructurales. Para 
esto habrá que llegar con una propuesta consistente 
que permita dejar el crudo debajo del Yasuní y cami-
nar hacia la justicia climática.

Si bien por un lado hay que discutir nuevamente 
el concepto básico de la propuesta, por otro lado 
y simultáneamente, hay que redefinir de modo 
urgente la estrategia de acción. Hay mucho espacio 
para desarrollar la propuesta de no explotar el crudo 
en el subsuelo del Yasuní. Se puede buscar su posi-
cionamiento en las discusiones de Naciones Unidas. 
Se puede motivar a los diversos fondos de la coope-
ración internacional. Se puede apelar incluso al sen-
tido común y a la participación de la sociedad civil 
internacional. Esto implica mucha coherencia dentro 
y fuera del país. Y para lograrlo no se debe jugar arbi-
trariamente con las dos opciones: el dejar el crudo 
en tierra y el explotarlo. Sería intolerable que des-
pués de este manejo ambiguo por parte del gobierno 
ecuatoriano, se pretenda endilgar del fracaso a los 
potenciales donantes sean o no gubernamentales, y 
menos aún a los ecologistas…

La iniciativa de salvar el Yasuní carece de futuro si no 
se dan pasos afirmativos dentro del país para ir supe-
rando el modelo extractivista que sigue vigente, y si 
la misma iniciativa no forma parte de una agresiva 
política exterior del gobierno ecuatoriano. Se requiere 
consistencia en la acción dentro y fuera del Ecuador, 
no solamente discursos presidenciales. 

La efectiva implementación de la

participación 
ciudadana 
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La participación: deliberación 
y empoderamiento

A mi modo de ver, dos cuestiones fundamentales 
integran la discusión sobre participación ciudadana: 
la deliberación pública y el empoderamiento. 

La deliberación pública se entiende como el amplio 
debate, accesible a todos, sobre los asuntos que son 
de interés público; o sea, los asuntos que nos com-
peten a todos porque de algún modo nos tocan a 
todos: ya como interesados, ya como afectados. Este 
es un primer asunto no tan obvio como parece. 

En una sociedad del conocimiento especializado, la 
tendencia es a dejar que los asuntos sean resueltos 
por los expertos… y siempre hay expertos para todo, 
incluso “todólogos”. En este ambiente, un profano o 
ajeno al conocimiento de los expertos es mal visto. 
Los asuntos técnicos tienen que ser dejados a los 
tecnócratas, a los políticos, a los politiqueros; los pro-
blemas socioeconómicos a los “cientistas” y así por 
lo demás. ¿Qué lugar tiene, entonces, el ciudadano? 
¿Dónde podrá expresarse el ciudadano? ¿Cuál es el 
lugar de la deliberación pública?

La respuesta evidentemente es la participación ciu-
dadana. Ésta concentra en sí el derecho a deliberar, 
no por ser experto sino por el simple hecho de ser 
ciudadano; por la simple circunstancia de formar 
parte de lo público y de ser afectado por las decisio-
nes que se toman “en beneficio de todos”. Claro que 
deliberar es el arte de dar y recibir razones, porque el 
arte de dar y recibir sinrazones, injusticias, bofetones 
y violencias se llama guerra.

El arte de deliberar se realiza en condiciones de res-
peto y acogida a la voz del otro; de consideración y 
ponderación en lo que se dice, dentro de un inter-
cambio inteligente y divertido de razonamientos, 
proyectos y experticias para construir la ventaja 
recíproca de los participantes. En suma, se delibera 
dentro de un marco ético adecuado, como lo manda 
el artículo 95 de la Constitución: “La participación se 
orientará por los principios de igualdad, autonomía, 
deliberación pública, respeto a la diferencia, control 
popular, solidaridad e interculturalidad”.

Rafael González Ballar define la participación como 
“un proceso gradual mediante el cual se integra al 
ciudadano en forma individual o participando en 
forma colectiva, en la toma de decisiones, la fisca-
lización, control y ejecución de las acciones en los 
asuntos públicos y privados, que lo afectan en lo 
político, económico, social y ambiental para permi-
tirle su pleno desarrollo como ser humano y el de la 
comunidad en que se desenvuelve”.

Importante destacar que la participación no es sólo 
del ciudadano individual, sino también del colectivo 
en forma organizada. La participación se orienta a 
conseguir mejores condiciones de vida individual y 
colectiva; busca influir sobre quienes tienen poder 
de decisión y han sido elegidos como mandatarios 
de un colectivo para su beneficio general y no par-
ticular. Es importante destacar que la participación 
implica diálogo en pluralismo y diversidad y que los 
temas que ameritan participación son señalados 
por los mismos ciudadanos y no por una “autoridad 
competente”. Estos lineamientos deberían tenerse 
en cuenta a la hora de hacer una ley de participación 
ciudadana.

La otra cuestión fundamental de la participación ciu-
dadana es el empoderamiento de los procesos de 
toma de decisión y de los espacios de rendición de 
cuentas. Este empoderamiento amerita algunas con-
diciones como accesibilidad, oportunidad y transpa-
rencia en la información, reconocimiento legal de 
veedurías, observatorios, colectivos y otras formas 
asociativas para la participación, financiamiento 
adecuado, cuidado y protección de los involucrados, 
apertura a denuncias y procesos de investigación y 
educación ciudadana permanente.

El rol del Estado dentro de la perspectiva de demo-
cracia participativa, no puede reducirse al clásico 
rol de autoridad determinante sino que tiene que 
abrirse al de motivador de propuestas, canalizador 
de procesos sociales y facilitador de recursos. Un 
Estado capaz de asumir el empoderamiento de sus 
ciudadanos.

El empoderamiento ciudadano no debe concen-
trarse sólo en la proyección de políticas públicas y 

rendición de cuentas; debe también extenderse, de 
acuerdo a la capacidad organizativa y efectiva de los 
ciudadanos, a la gestión de su espacio territorial, a 
la determinación del origen y finalidad de sus pre-
supuestos y a su articulación institucional con el 
Estado nacional.

El Estado participativo reconoce una participación 
diferenciada por sectores poblacionales, culturas, 
etnias, género, edad, discapacidad, distribución 
geográfica y grado de afectación de las decisiones 
públicas. La diversidad étnica, biológica, geográfica 
y cultural del país debe reflejarse también en una 
participación diferenciada, de modo que dé lugar al 
mayor número de participantes en el mayor número 
de cuestiones públicas; éste es el ideal de la demo-
cracia participativa.

Instancias de participación y control social

Según el artículo 204 de la Constitución, el Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social, junto 
con la Contraloría General del Estado, Defensoría del 
Pueblo y Superintendencias, conforman la Función 
de Transparencia y Control Social, o el denominado 
“quinto poder”.

En una democracia, lo propio del poder es su repre-
sentatividad. Los miembros de la Función de Trans-
parencia y Control Social, que en sí es un poder, 
deben representar a los ciudadanos. Por ello es 
deseable que los candidatos que se postulen a esta 
función no se presenten por sí mismos para una 
representación; sino que sean postulados por orga-
nizaciones ciudadanas formales e informales repre-
sentativas, sin perjuicio de los respectivos concursos 
de oposición y méritos.

Las autoridades de la Función de Transparencia y 
Control Social a ser designadas, directamente por el 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social 
o indirectamente a través de comisiones ciudadanas 
de selección, son: Procurador General del Estado y 
Superintendentes, de sendas ternas propuestas por 
el Presidente de la República, Defensoría del Pue-
blo, Defensoría Pública, Fiscalía General del Estado 

y Contraloría General del Estado; y, los miembros de: 
Consejo Nacional Electoral, el Tribunal Contencioso 
Electoral y el Consejo de la Judicatura.

La selección de los miembros de esta Función debe 
contar, como lo manda la constitución, con veeduría 
e impugnación. Las veedurías no pueden, ni deben, 
ser coartadas por conflictos de intereses; pues 
la acción de veeduría es, en su más puro sentido, 
atender al derecho ciudadano a información y par-
ticipación dentro de los procesos, sin tornarles “quí-
micamente neutros”; es decir, sin negarles derecho 
a exponer sus simpatías o antipatías, pues para eso 
está una veeduría. Tal neutralidad si es necesaria 
en el comité seleccionador para, así, atender sólo a 
los méritos y normas del concurso, no a sus simpa-
tías o allegados, lo que no ocurrió en la selección 
del primer Consejo de Participación Ciudadana; es 
deseable que tal neutralidad sea un dstintivo del 
proceso de elección del Consejo definitivo, de modo 
que el Consejo llamado a legitimar la participación y 
la lucha contra la corrupción, nazca legitimado por 
los mismos valores que va a defender: mientras más 
veeduría pluralista tenga un proceso de selección, 
mejor será para la legitimación y probidad de las 
autoridades electas. Esperamos que en la selección 
del nuevo Consejo, que lo realizará el Consejo Nacio-
nal Electoral y ya no una Comisión Legislativa, por 
esencia política, la neutralidad, ese valor propuesto 
por la Comisión Nolan en 1995 como un valor que 
debería estar presente en toda función y funcionario 
públicos, sea realmente respetado.

Las impugnaciones deberían ser resueltas por ins-
tancias independientes del comité o comisión selec-
cionadora. Si la selección va a estar a cargo del Con-
sejo Nacional Electoral, las impugnaciones deberían 
ser resueltas por el Tribunal Contencioso Electoral, 
así se aseguraría independencia entre las instancias 
de resolución de impugnaciones y de elección de 
autoridades. Sobra decir, pero queda la duda de 
que en este proceso pasado se haya hecho, que 
se seguirá el debido proceso y se protegerán los 
derechos de los involucrados.

Otro aspecto a tenerse en cuenta para la confor-
mación del Consejo de Participación Ciudadana y 
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informales de participación ciudadana, que deben 
ser promovidas en los procesos de formación. 

La participación que promueve el Consejo no es toda 
la participación ni representa a todos los participan-
tes. El Consejo no es más que una herramienta para 
extender y garantizar cada vez más participación en 
más asuntos públicos, debería entenderse como un 
facilitador de la participación ciudadana. La partici-
pación sin embargo la hacen, conforman y extienden 
los mismos ciudadanos, quienes se movilizan a favor 
de sus intereses comunitarios, a favor de mejorar 
las condiciones de vida de sus comunidades y para 
ello escogen los asuntos, espacios y actores más 
pertinentes.

Evitar el peligro de instrumentalización de la par-
ticipación ciudadana debería ser una finalidad del 
Consejo de Participación Ciudadana y Control Social. 
Para ello deberán implementarse controles internos 
y externos, como una oficina o dirección de asun-
tos éticos que asegure transparencia, objetividad, 
neutralidad, representación en los procesos y sea 
un lugar de recepción de reclamos, denuncias, suge-
rencias y observaciones de veedurías. Sería un espa-
cio de legitimidad pública del Consejo, incluso desde 
aquí se podría proponer programas de formación 
ética para todos los servidores públicos.

Participación ciudadana en 
interdependencia con el Estado

En el Ecuador actual las alternativas para la supera-
ción del neoliberalismo pasan por líneas ideológicas 
de izquierda, que promueven el aparecimiento de 
nuevos grupos políticos, al menos formalmente aun-
que sus actores, en muchos casos, sean los mismos 
del pasado. La participación muestra dos orígenes 
muy claros: a) las organizaciones sociales corpora-
tivizadas en personas jurídicas y b) los ciudadanos 
individuales por sus propios derechos. 

Las demandas de transparencia, anticorrupción, 
participación del poder, rendición de cuentas y 

autonomía no son banderas de grupos claramente 
identificables sino ideales compartidos de ciudada-
nía. La diversidad étnica, cultural, social y lentamente 
también la ideológica, distinguen las formas de parti-
cipación y sus finalidades plurales. 

La participación ciudadana en el Ecuador seguirá por 
un lado su rumbo institucional delimitado en la Cons-
titución y por otro desarrollará iniciativas que supe-
ren dicho marco institucional ya sea por su número 
o sus intereses, que no necesariamente deben coin-
cidir con los del gobierno local o nacional de turno. 
Los intereses ciudadanos de indígenas amazónicos, 
indígenas de la sierra, campesinos de la costa, cam-
pesinos de la sierra, mestizos de la sierra, mestizos 
de la costa, pobladores del oriente, habitantes urba-
nos, pobladores urbano-marginales, habitantes rura-
les y sectores de cultura popular, no necesariamente 
coinciden, deben sin embargo encontrar cabida en 
los planes de desarrollo del gobierno en la medida 
que sean directamente afectados por los mismos. 

La participación ciudadana debe trascender el 
ámbito de autolegitimación de cualquier gobierno 
para convertirse en una auténtica instancia de parti-
cipación y control social. La tensión entre institucio-
nalización y espontaneidad de la participación ciuda-
dana determina la interdependencia entre ciudada-
nos y Estado. La justificación de un gobierno a través 
de seudomecanismos de participación significaría 
en realidad la dependencia de los ciudadanos de 
estructuras institucionales delimitadas por el poder. 
Una participación ciudadana supeditada a un sinnú-
mero de intereses locales o gremiales, significaría la 
relativización del Estado y su dependencia de los 
grupos que se alinean con el poder. La interdepen-
dencia se muestra como una sana dependencia 
mutua de legitimación para el Estado y de considera-
ción de los intereses de la ciudadanía. Una ética 
pública al interior de los organismos estatales, ética 
pública como proceso de formación de los servido-
res públicos, incluidos mandatarios, funcionarios y 
autoridades, lo mismo que como elemento de una 
gestión transparente, con procesos claros y delimita-
dos, es la garantía de una acción estatal legítima. 

Control Social definitivo se relaciona con el artículo 
97 de la Constitución que “… reconoce al volunta-
riado de acción social y desarrollo como una forma 
de participación social”.

Tal y como hemos definido aquí la participación ciu-
dadana, se trata de una acción voluntaria que, sin 
coerción ni rédito o salario, tiende al beneficio colec-
tivo. No se pueden considerar como participación 
ciudadana trabajos remunerados o negocios, en los 
que alguien tenga un beneficio pecuniario por inte-
ractuar con una comunidad determinada. Acciones 
libres y voluntarias que trascienden el beneficio 
particular son las que delimitan el ámbito propio 
de la participación ciudadana. Así, por ejemplo, en 
Alemania se reconoce oficialmente el servicio civil 
voluntario en acciones que van desde la limpieza de 
las cabinas telefónicas públicas hasta el servicio de 
voluntarios viales que ayudan a cruzar a los niños las 
calles rumbo a sus escuelas. Un Consejo de Partici-
pación Ciudadana y Control Social debería estar ocu-
pado por personas que voluntariamente entregan su 
tiempo y dedicación para ocuparse de los asuntos 
públicos y no por quienes hacen acción social remu-
nerada o peor políticos profesionales. Este punto 
será un buen criterio de selección para escoger per-
sonas auténticamente interesadas por el desarro-
llo del país y de sus comunidades; será un criterio 
para distinguirlos de aquellos que buscan un puesto 
público que les asegure una buena remuneración o 
figuración política. Quien quiere hacer participación 
ciudadana busca, más allá del tiempo dedicado a 
sus labores de subsistencia, tiempo para dedicar a 
la construcción de un proyecto común compartido. 
Hoy más que nunca la responsabilidad social, incluso 
en las empresas, va más allá de la paga por hacerlo; 
se orienta al compromiso comunitario, a la satisfac-
ción del compartir y del deber cumplido. Ahí un crite-
rio importante para seleccionar gente idónea.

El artículo 100, numeral 5 de la Constitución habla de 
“…promover la formación ciudadana e impulsar 
procesos de comunicación”. Esta formación deberá 
considerar el nivel formal e informal de educación. 
En el nivel formal, existen ya propuestas de retomar 
la formación cívica en el nivel de educación secun-
daria, materia que puede recoger los contenidos de 
la participación ciudadana. Estos contenidos abarca-
rán desde un conocimiento elemental de la realidad 
nacional hasta una lectura atenta de la Constitución 
y el comentario de los derechos y deberes en ella 
contenidos. Conocer el texto fundamental que rige 
la vida de los ecuatorianos debería ser una primera 
y urgente tarea dentro de la formación ciudadana. 
De aquí se dará paso a la formación en el resto de 
elementos que conforman la participación ciuda-
dana (art. 208): la deliberación pública, los valores, 
la transparencia, la lucha contra la corrupción, la 
rendición de cuentas, las denuncias sobre actos 
que afecten a la participación o generen corrupción.  
Retomar la educación cívica, la educación del ciu-
dadano es una tarea urgente para el desarrollo de 
la República; es una tarea de la que no podemos 
desentendernos.

En el Ecuador se ha elevado la participación ciuda-
dana a una instancia institucional con autoridad, 
autonomía y presupuesto. Sin embargo cabe adver-
tir que la participación ciudadana no se agota en la 
instancia institucional formal reconocida por la ley 
y el Estado, sino que se extiende más allá, hacia 
las instancias informales. El voluntariado, el trabajo 
comunitario, la buena conciencia en el pago de los 
impuestos, el cuidado de los parques, jardines, calles 
e infraestructura pública que cualquier ciudadano lo 
hace sin coacción, la participación en marchas de 
protesta o respaldo, la movilización social o gremial, 
la organización deportiva barrial o local, la gestión 
en beneficio de la propia comunidad son instancias 

La participación ciudadana debe trascender el ámbito de 
autolegitimación de cualquier gobierno para convertirse en una 
auténtica instancia de participación y control social.
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Santiago Pérez— Antropólogo y consultor político. Aplica 
las herramientas de la mercadotecnia política adaptándolas 
a la cultura ecuatoriana. Considera a los estudios de opinión 

instrumentos de apoyo a las luchas sociales en procesos de cambio.

El primero que propuso públicamente la realización de elecciones primarias en PAIS 
fue Alberto Acosta, al día siguiente del Referéndum que aprobó la nueva constitución. 
La idea era marcar un camino sin retorno para las organizaciones políticas identificadas 
como principales responsables de la crisis y del atraso que vivimos. Que había llegado 
el momento para su transformación en agentes efectivos del proceso de cambio.

Durante las semanas siguientes se desató un intenso debate interno, sobre las alterna-
tivas para definir el proceso de selección de candidaturas de este movimiento político. 
Se pudieron diferenciar al menos tres posiciones. Una promovía primarias “cerradas” 
para los militantes, pero tenía la limitación que PAIS no es un partido orgánico, sino un 
conjunto de agrupaciones y personas, con una gran diversidad regional, provincial y 
local, que no ha logrado establecer un mecanismo único de registro de afiliados. Otra 
posición proponía la realización de encuestas nacionales y locales para determinar la 
viabilidad electoral de las precandidaturas, que debían ser designadas directamente 
por la instancia directiva nacional. Finalmente, la posición que se impuso fue la de 
primarias abiertas; es decir, permitir que cualquier persona registrada en el padrón 
electoral pueda escoger voluntariamente a los candidatos a Presidente, Asambleístas, 
Alcaldes, Prefectos y Concejales.

Santiago Pérez

Balance
de las  
primarias de 
PAIS

Balance de las primarias de PAIS

Se elaboró un reglamento y se fijó el 25 de enero 
como día único para la realización de las elecciones 
primarias. En el trascurso de este artículo analizare-
mos el impacto de algunas decisiones, así como las 
opiniones y percepciones que generó este proceso 
en la opinión pública.

Lejos de los detalles operativos, la población tenía 
una lectura muy favorable de las primarias de PAIS. 
Más de la mitad de los encuestados afirmaba que 
quería acudir, aunque la información era escasa, y a 
veces se confundía este evento con el de las elec-
ciones generales de abril. El porcentaje de electores 
que considera a PAIS su movimiento político prefe-
rido ha sido superior al 30% durante el último año, y 
gracias a la expectativa creada, este apoyo se man-
tenía en alza.

En enero se inició la campaña. Algunos precandida-
tos desbordaron el sentido común. Creían que era 
LA elección. A sus posibles contrincantes, supues-
tamente sus compañeros de partido, los trataban 
como enemigos a aniquilar por todos los medios, y 
dedicaron recursos y energía sin moderación. Esto 
anticipaba en parte los problemas y sucesos que se 
vieron después.

El domingo 25 de enero, más por curiosidad, fui a 
mi recinto de votación, el Colegio Juan Montalvo de 
la parroquia Santa Prisca en Quito, a las 8h00. Está-
bamos cuatro personas de la Comisión electoral 
del movimiento, un grupo de policías, los conserjes 
del colegio y yo. Los materiales llegaron media hora 
después. Era evidente que las delegadas no tenían 
ni experiencia ni la suficiente 

capacitación para 
el manejo de la Junta. En pocos minutos se hizo 
una cola de gente, ellas luchaban por encontrar los 
nombres en los padrones, entregar las papeletas y 

entregar la credencial de voto. Durante la mañana, se 
hizo evidente que había problemas en muchos luga-
res, como resultado de una defectuosa impresión de 
las papeletas, con errores de nombres, omisión de 
fotos y más.

Durante ese día, se realizó un Exit Poll, que tenía por 
objetivos medir el grado de participación y la inten-
ción de voto en dos plazas: Pichincha y Azuay. Al 
cierre de la jornada, se estimó que en estas dos pro-
vincias la participación había bordeado el 6% o 7% 
del padrón electoral y que el binomio presidencial 
había obtenido más del 85% de los sufragios. Tam-
bién declaraba como posibles ganadores a la Prefec-
tura a Gustavo Baroja en Pichincha y Paúl Carrasco 
en Azuay; y, para las alcaldías, a Augusto Barrera 
en Quito y Paúl Granda en Cuenca. Finalmente, el 
escrutinio final entregado por el Tribunal electoral 
del movimiento PAIS, habla de una participación bas-
tante menor.

Debido principalmente a la interrupción de la elec-
ción en varias provincias y cantones, el total de 
votantes es aproximadamente 200.000 personas. De 
acuerdo con una encuesta realizada el 31 de enero, 
más del 30% de electores hubieran querido parti-
cipar en las primarias, pero no lo hicieron, por una 
combinación de los fallos en la organización, falta de 
información u otros. Es así que el balance es mixto: 
la participación no fue alta, pero también vale decir 
que, a pesar de todas las dificultades, miles de ecua-
torianos asistieron a un hecho inédito en la vida polí-
tica del Ecuador. 

A continuación 
reproduzco los resultados de algunas preguntas que 
se hicieron en una encuesta nacional (1500 personas 
entrevistadas en zonas urbanas y rurales de todas 
las provincias de la Costa y de la Sierra):
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